
2. corte suPrema - derecho Penal 

TRÁFICO	DE	DROGAS

I.	EXISTENCIA	DE	 INDICIOS	SUFICIENTES	PARA	LA	REALIZACIÓN	
DEL	CONTROL	DE	 IDENTIDAD.	FALTA	DE	 IDENTIFICACIÓN	DEL	
DENUNCIANTE	SUPLIDA	POR	UNA	PLURALIDAD	DE	CIRCUNSTANCIAS	
FUNDADAS	QUE	PERMITÍAN	CONCLUIR	QUE	EL	 IMPUTADO	PODÍA	
DISPONERSE	A	COMETER	UN	DELITO	O	ESTABA	COMETIENDO	UNO.	
II.	VOTO	DISIDENTE:	ENTREGA	DE	UN	PAQUETE	EN	LA	VÍA	PÚBLICA	
NO	CONSTITUYE	 INDICIO	 SUFICIENTE	PARA	 LA	REALIZACIÓN	
DEL	 CONTROL	DE	 IDENTIDAD.	 CONTAMINACIÓN	DE	 TODA	 LA	
PRUEBA	DERIVADA	DE	AQUELLA	OBTENIDA	CON	VULNERACIÓN	DE	
DERECHOS	FUNDAMENTALES.	VULNERACIÓN	DEL	DEBIDO	PROCESO.

hechos

El Tribunal de Juicio Oral en lo Penal dicta sentencia condenatoria respecto 
del imputado por el delito de tráfico de drogas. La defensa recurre de nulidad 
invocando la causal del artículo 373, letra a), del Código Procesal Penal. El 
máximo tribunal, en fallo dividido –tres a dos–, rechaza el recurso, descartando 
la existencia de una vulneración de garantías constitucionales.

antecedentes del Fallo:
tiPo: Recurso de nulidad penal (rechazado)
rol: 39777-2017, de 22 de noviembre de 2017
Partes: Ministerio Público con José Sepúlveda Alvear
ministros: Sr. Milton Juica A., Sr. Lamberto Cisternas R., Sr. Manuel Valderrama 
R., Jorge Dahm O. y Abogado Integrante Sr. Jaime Rodríguez E.

doctrina

I. Es importante razonar sobre el contexto fáctico que usualmente rodea a una 
diligencia como el control de identidad, porque los indicios de la probable 
comisión de un ilícito se encuentran usualmente en forma intempestiva, situa-
ción que obliga a los policías a evaluar de inmediato la presencia de algún 
elemento susceptible de tal estimación y que haga procedente la actuación. 
En la especie, los funcionarios policiales procedieron en forma ajustada a 
derecho, pues aun cuando no se haya contado con la identificación de la 
denunciante, lo cierto es que la narración circunstanciada del hecho, la 
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descripción del paquete y su forma particular de sellado, unido a la desig-
nación precisa de quien sería uno de los partícipes del ilícito, quien además 
no contaba con documentos para acreditar su identificación, revistieron a 
dicha comunicación de seriedad y verosimilitud, los cuales ciertamente eran 
señales de una probable acción delictiva. Existió, entonces, una pluralidad 
de circunstancias fundadas que permitían estimar que el imputado podía 
disponerse a cometer un delito, o bien estaba cometiendo uno, motivo por el 
que no se transgredió el artículo 85 del Código Procesal Penal ni garantía 
constitucional alguna, ya que la diligencia policial de excepción, consistente 
en el control de identidad y el registro del bolso que portaba, ha de tenerse, 
en dichas circunstancias, como racional y justa, fundada en condiciones 
objetivas apreciadas por los funcionarios policiales que razonablemente 
permitían sostener la posibilidad de corresponderse con un hecho ilícito que 
les permitía proceder autónomamente (considerandos 6º a 8º de la sentencia 
de la Corte Suprema).

II. (Voto disidente). En la especie, los funcionarios policiales efectuaron un con-
trol de identidad que no tuvo más justificación que los datos proporcionados 
por una denunciante cuya identidad permanece en el anonimato, de donde 
habría surgido el indicio sobre la presunta actividad constitutiva de delito, 
cual es la entrega de un paquete en la vía pública, comportamiento que, desde 
una perspectiva ex ante, carece de la relevancia asignada, toda vez que en él 
no se advierten elementos objetivos referidos a la comisión de algún delito, 
salvo la apreciación particular que una mujer dio a esa acción, sin ningún 
comportamiento anexo que justificara tal imputación, más si se considera 
que los funcionarios policiales tampoco lo advirtieron, ya que únicamente 
localizaron a un sujeto que concordaba con las características físicas y de 
vestimentas que les señalaron. De este modo, la circunstancia descrita en 
la sentencia dista de satisfacer los presupuestos que exige el artículo 85 del 
Código Procesal Penal. Por lo demás, si se ha pretendido validar el relato 
anónimo en que este surgió, de una mujer que se desempeña como informante 
de la policía, su identidad debía estar registrada, lo cual no fue alegado ni 
demostrado por el Ministerio Público (considerando único de la disidencia 
de la sentencia de la Corte Suprema).

 De esta manera, no es admisible validar el accionar policial por el hallazgo 
posterior de una cantidad de estupefacientes en poder del acusado, toda vez 
que respecto de su existencia no existía indicio alguno, por lo que malamente 
su detección legitima el procedimiento adoptado. De ser así, habría que acep-
tar que el evento que el registro del imputado o su bolso no arroje resultado, 
supondría o traería como consecuencia un control ilegal. Así, la actuación 
de la policía revela inequívocamente un atropello a las normas legales que 
orientan su proceder, como asimismo a las garantías y derechos que la 
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defensa considera amagados y que la Constitución reconoce y garantiza, 
ilegalidad que debió ser constatada en su momento por el juez de garantía, 
o bien salvada en el tribunal oral, lo que no aconteció. Ese proceder ilegal 
de los funcionarios policiales disidentes afectó a las restantes actuaciones 
en que ellos intervinieron y las diligencias que realizaron sin amparo legal 
en la persona del imputado y que trajeron como resultado el hallazgo de 
droga. Ello es corolario del efecto propio de la nulidad y transforma en ilícita 
la prueba así obtenida, que ya no pudo ser rendida en juicio ni sustentar 
decisión de condena alguna, desde que el artículo 295 del Código Procesal 
Penal prescribe que todo medio probatorio ha de haberse “producido” e 
“incorporado” de conformidad a la ley (considerando único de la disidencia 
de la sentencia de la Corte Suprema).

Cita online: CL/JUR/7450/2017

normatiVa releVante citada: Artículos 19, Nº 3, inciso 6º, de la Constitución 
Política de la República; 85 del Código Procesal Penal.

control de identidad y garantÍas Fundamentales

ilan motles esQuenazi

Universidad de Chile

Nuestro sistema procesal penal, en el marco de actividades investigativas, 
contempla determinadas atribuciones que las policías pueden efectuar sin la 
autorización	previa	del	Ministerio	Público,	apartándose	de	la	regla	general	sobre	
la dirección de la investigación. Dada la trascendencia de las normas adjetivas de 
aplicación del poder punitivo del Estado, su diseño está destinado a cautelar las 
garantías de los ciudadanos, sin perjuicio de lo anterior, el excepcional carácter de 
las facultades autónomas de las policías debe ser visado con el más alto estándar 
al momento de determinar la existencia o no de alguna conculcación de derechos 
en su proceder. “Es, pues, en el ámbito del subsistema policial donde se plantean 
los mayores desafíos en el complejo equilibrio que ha de buscarse entre eficiencia y 
garantía, esto es, en la definición de los límites razonables al poder penal del Estado. 
Y esto simplemente porque la policía –por definición– actúa en aquel ámbito donde 
más se pueden vulnerar esos derechos y garantías”1.

El control de identidad, previsto en el artículo 85 del Código Procesal Penal, 
permite	a	las	policías,	sin	instrucción	previa	del	Ministerio	Público,	inmiscuirse	en	

1  horVitz,	María	Inés,	y	lóPez,	Julián,	Derecho Procesal Penal Chileno, (Santiago, 2003), p. 198.
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las garantías de libertad personal y vida privada al tener la potestad de detener a una 
persona para realizar el procedimiento y el registro de sus vestimentas y equipaje. 
Resulta evidente que, con el objeto de evitar el ejercicio arbitrario las prerrogativas 
antes indicadas, el legislador ha contemplado requisitos para la procedencia del 
actuar policial. En su versión actual y vigente a la época de los hechos materia de 
la jurisprudencia en comento, se requiere, para el caso del imputado, la existencia 
de algún indicio que dé cuenta de la participación en un hecho que revista carácter 
de delito, que hubiese intentado o se dispusiera a cometerlo.

¿Constituye en un Estado democrático y de derecho que una denuncia anóni-
ma relativa a que una persona le hace entrega a otra un paquete en la vía pública 
un indicio suficiente para estimarlo como un hecho delictivo? Para este caso en 
concreto, la Excelentísima Corte Suprema –en fallo dividido– ha determinado que 
lo es, descartándose las infracciones a las garantías fundamentales invocadas en el 
recurso de nulidad interpuesto, cuestión que estimamos errada en dos aspectos, 
tal como lo plantean los votos disidentes. Yerra el sentenciador de nulidad al darle 
plena validez al anonimato del denunciante; en su turno, yerra al considerar que 
la acción de entregar un paquete en la vía pública a otra persona es ilícita per se. 

Respecto a la situación del anonimato del denunciante y testigo de los hechos 
supuestamente delictivos, cabe detenerse a analizar, si se le realizó control de 
identidad al imputado, ¿por qué no también se realizó el mismo procedimiento 
con la supuesta denunciante? Tras este cuestionamiento puede evidenciarse un 
uso arbitrario de la facultad del control de identidad, al aplicarse a una persona y 
no a otra, toda vez que ambas hipótesis se contemplan en el artículo 85 del Código 
Procesal Penal, sin realizar distinción entre quienes habrían participado en un 
ilícito como los que puedan proporcionar información útil para el esclarecimiento 
de los hechos. De mayor gravedad podría resultar la situación que la supuesta de-
nuncia anónima sólo surge a posteriori como mecanismo para sanear una actuación 
policial defectuosa, pues si bien el legislador, para los delitos vinculados al tráfico 
de estupefacientes, contempla instancias de anonimato como informantes y sin 
desconocer	el	programa	“Denuncia	Seguro”	del	Ministerio	del	Interior	y	Seguridad	
Pública, lo cierto es que dichas instancias de todas formas se encuentran regladas 
a lo que no son aplicables en la especie.

En lo tocante al análisis de la supuesta conducta ilícita, el estándar de descrip-
ción de las conductas desplegadas debe ser mayor, acompañado de preguntas de 
contexto y validación del denunciante, pues se pueden presentar diversas a arbi-
trariedades. Así, a modo ejemplar, dista una descripción “A le hace entrega de un 
paquete a B” de la descripción “A le hace entrega de un paquete con droga a B”. 
Luego, para el segundo ejemplo, cabría preguntar cómo se tomó conocimiento 
del contenido del paquete, pues no debemos olvidar que, con la sola descripción 
del segundo caso, una persona podría ser privada de libertad. Resulta ilustrador 
recordar	el	caso	ocurrido	en	el	sistema	de	transporte	público	Metro	de	Santiago,	en	
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que una joven fue denunciada como participe en hechos que revisten carácter de 
delito al portar un dispositivo que permite inyectarse al cuerpo sustancias liquidas. 
La joven fue detenida, interrogada y se le requisó e inutilizó la jeringa especial que 
portaba. La situación real correspondía a que la joven padecía diabetes y se había 
inyectado con su lápiz de insulina. El ejemplo anterior da cuenta de una interven-
ción innecesaria de la policía, puesto que, antes de actuar, debe existir una mayor 
claridad en los hechos denunciados para no vulnerar los derechos de los ciudadanos.

Conclusión similar ha sido abordada por la Excelentísima Corte Suprema, 
en reciente fallo bajo el rol Nº 7345-2018, expresando “Que cabe consignar que 
el indicio que justificó la práctica del control de identidad viene dado por el hecho 
de haberse recibido una llamada anónima que daba cuenta de la presencia de dos 
personas vestidas con ropas oscuras que merodeaban automóviles en la intersección 
de Avenida Almirante Latorre con calle B., elementos de hecho que son descritos por 
el único funcionario de Carabineros que prestó declaración en el juicio.

En este contexto ha de precisarse que el único hecho cierto que motiva el control 
de identidad efectuado por la policía es que dos personas se encuentran vestidas 
con ropas oscuras y lo hacen estando en las proximidades de vehículos, hecho que 
no tiene la entidad de constituirse en un indicio que faculte a la policía a proceder 
como lo hizo, pues el apreciar a un sujeto vestido de oscuro en un lugar determinado 
carece de toda relevancia y no permite, sin otro elemento calificante –como serían 
elementos precisos referidos a la comisión de algún delito–, proceder a efectuar la 
detención y registro de aquella persona”. 2

Por consiguiente, los votos de minoría de la sentencia en análisis han permeado 
al resto de los ministros, que no habían concurrido con tal decisión. Es de espe-
rarse que se mantenga el criterio del elevado estándar que debe cumplirse para 
analizar las actuaciones autónomas de las policías, pues estimamos que atiende a 
los requisitos propios de un Estado que vela por las garantías fundamentales de 
todas las personas. Nuestra opinión es que no puede tolerarse falta alguna en el 
ejercicio de las potestades entregadas a cualquier órgano público cuando implique 
privación, perturbación o amenaza de garantías fundamentales y en particular el 
actuar de las policías, pues son las que a diario se involucran con la mayor can-
tidad de personas y, si bien nadie cuestiona su función principal, el control de 
identidad por las implicancias que conlleva no puede ser utilizado sin el apego a 
los requisitos establecidos por ley ni tampoco se puede intentar la construcción 
de los mismos a posteriori.

2  Sentencia Excma. Corte Suprema, rol Nº 7345-2018, 28 de mayo de 2018.
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corte suPrema:

Santiago, veintidós de noviembre de 
dos mil diecisiete.

Vistos:
El	Tribunal	 de	 Juicio	Oral	 en	 lo	

Penal	de	Viña	del	Mar,	por	 sentencia	
de dieciséis de septiembre del año en 
curso, pronunciada en la causa Rit 
Nº 3332017, Ruc Nº 1700198691-0, 
condenó	a	José	del	Tránsito	Sepúlveda	
Alvear a seis años de presidio mayor en 
su grado mínimo, accesorias de inhabili-
tación absoluta perpetua para derechos 
políticos y la de inhabilitación absoluta 
para cargos y oficios públicos durante 
el tiempo de la condena, más multa de 
40 unidades tributarias mensuales, en 
su calidad de autor del delito de tráfico 
ilícito de estupefacientes, perpetrado en 
Viña	del	Mar	el	27	de	febrero	de	2017.

La sentencia fue impugnada de 
nulidad por la defensa del imputado, 
recurso que se conoció en audiencia 
pública el pasado dos de noviembre. 
Luego de la vista se citó a la lectura del 
fallo para el día de hoy, según consta del 
acta suscrita en esa misma fecha.

considerando:
Primero: Que por el recurso dedu-

cido se invoca únicamente la causal 
del artículo 373, letra a), del Código 
Procesal Penal, consistente en la in-
fracción sustancial, en cualquier etapa 
del procedimiento o en la sentencia, de 
derechos o garantías asegurados por la 
Constitución Política de la República 
o por los tratados internacionales ra-
tificados por Chile que se encuentran 
vigentes, defecto que se configuraría 
en el caso en estudio por la transgresión 

del artículo 19, Nºs. 3° inciso sexto, 4° 
y 7° letra b de la Constitución Política 
de la República, con relación al artícu-
lo 85 del Código Procesal Penal, todo 
ello fruto de un control de identidad 
practicado fuera de las hipótesis legales, 
diligencia que arrojó como resultado el 
hallazgo de la evidencia que funda la 
decisión de condena.

Según se sostiene, para efectos de 
justificar la decisión, el tribunal valoró 
las declaraciones de los funcionarios de 
Carabineros	Elvis	Muñoz	Faúndez	y	Ga-
briel	Ortiz	Palma,	quienes	participaron	
del procedimiento en que se habrían 
vulnerado garantías fundamentales.

Con base en esos relatos, según con-
signó la sentencia, se tuvo por acredita-
da la participación de Sepúlveda Alvear 
en los hechos, descartándose la tesis de 
la ilegalidad del control de identidad.

Como se lee del fallo, la infracción 
denunciada no se desprendería de 
los testimonios de los aprehensores, 
porque fueron contestes en señalar 
que, mientras efectuaban un patrullaje 
preventivo, se les acercó una mujer 
para darles a conocer que acababa de 
presenciar que desde un vehículo se 
entregaba un paquete “enhuinchado” 
con cinta de embalaje a un hombre 
cuyas características físicas y de ves-
timentas les proporcionó. A escasa 
distancia –30 metros– lo encontraron 
en la vía pública, procediendo a efectuar 
un control de identidad y el registro de 
sus vestimentas, descubriéndose en su 
mochila un paquete tipo “ladrillo” en 
cuyo interior mantenía un polvo beige.

De manera errada, reclama la de-
fensa, la sentencia resolvió que la falta 
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de identificación o inexistencia de la 
denunciante no obsta a la legalidad 
del procedimiento, el que permitió el 
hallazgo posterior de la sustancia estu-
pefaciente, pues el anonimato en este 
tipo de denuncias es un medio apto para 
la recolección de antecedentes sobre las 
actividades de tráfico de estupefacien-
tes, implementándose por organismos 
estatales mecanismos como “denuncia 
segura” y “fonodrogas”, instando a la 
ciudadanía a entregar información bajo 
protección de identidad.

Además, los antecedentes aportados 
a los carabineros eran plenamente cons-
tatables, previo a su decisión de efectuar 
el control. Por ende, la observación y 
posterior descripción a la policía del 
paquete que se le había entregado al acu-
sado, permitía presumir que se trataba 
de un “ladrillo” de droga, unido a que 
la descripción física y de vestimentas 
correspondía a la de un sujeto que se 
encontraba parado en la vía pública, sin 
documentación identificatoria, como pu-
dieron constatar posteriormente, lo cual 
constituía los indicios a que se refiere el 
artículo 85 del Código Procesal Penal.

Según arguye la defensa, el único 
elemento que motivó la actuación po-
licial fue el aviso de una transeúnte no 
individualizada de que un sujeto había 
recibido un paquete sospechoso desde 
un automóvil. Según los policías, cuan-
do ven al imputado, éste actuó en forma 
nerviosa, “sudorando y titubeando ante 
las preguntas que se le efectuaban”. 
Pero no existían denuncias previas de 
sujetos que traficaran droga, no se hizo 
un seguimiento previo al acusado, no se 
empadronó ni individualizó a la tran-

seúnte, los funcionarios no presenciaron 
actos objetivos que permitieran sostener 
que la conducta de Sepúlveda Alvear era 
indiciaria de la comisión de un delito. 
Solo observaron a las cuatro de la tarde 
a un sujeto parado en una esquina, que 
además era cercana a su casa.

Por ello, plantea el recurso, el aviso 
que recibió la policía no imputaba la 
comisión de un delito, sino una mera 
sospecha, pues que el sujeto concordara 
con las características dadas por la de-
nunciante anónima es una elucubración 
del fallo, ya que no se sabe cuáles eran 
las que entregó la supuesta informante.

Tal proceder policial, ilegal a juicio 
de la defensa, afectó a las restantes 
actuaciones en que intervinieron los 
policías, que arrojaron como resultado 
el hallazgo de droga.

Termina por solicitar que se invalide 
el juicio y la sentencia y se determine 
el estado en que ha de quedar el proce-
dimiento, ordenando la remisión de los 
antecedentes al tribunal no inhabilitado 
que corresponda para que proceda a la 
realizarse un nuevo juicio oral, con ex-
clusión de la prueba individualizada en 
el considerando 7° del fallo, esto es, las 
declaraciones de los policías Elvis Fabián 
Muñoz	Faúndez,	Gabriel	Ortiz	Palma	
y	 Jorge	Patricio	Cañete	Véliz;	Oficio	
Reservado	Nº	1.540,	del	Jefe	Unidad	de	
Decomiso y Laboratorio del Servicio de 
Salud	Viña	del	Mar-Quillota,	que	remite	
a	la	Fiscalía	Local	de	Viña	del	Mar,	el	29	
de junio de 2017, el Protocolo de Aná-
lisis del Instituto de Salud Pública, el 
Informe Técnico sobre Droga; Acta de 
Recepción	de	Droga,	Oficio	Remisor	de	
la droga al Instituto de Salud Pública y 
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Acta	de	Destrucción;	Oficio	Reservado	
Nº 3.373-2017, de 22 de junio de 2017, 
Jefe	del	Subdepartamento	de	Sustancias	
Ilícitas	a	la	Fiscalía	de	Viña	del	Mar	re-
mitiendo copia del Protocolo de Análisis 
del	código	de	muestra	3373-2017M1-1;	
Protocolo de Análisis del Instituto de Sa-
lud Pública, suscrito por el perito René 
Rocha Barrasa, quien concluye que la 
muestra	3373-2017-M1-1	es	cocaína	base	
al 49%; Informe sobre efectos y peligro-
sidad de la cocaína base, suscrito por el 
perito René Rocha Barrasa; Acta de Re-
cepción	de	Decomisos	de	la	muestra	M1,	
de 1 de marzo de 2017, donde consta la 
recepción de un envoltorio de cinta café 
en forma de ladrillo, contenedor de pasta 
beige, con un peso neto de 491,7 gramos; 
Oficio	Reservado	Nº	540,	 remisor	 al	
Instituto de Salud Pública de 2 gramos 
netos pasta beige para peritaje, según 
acta de recepción Nº 384, en Parte Poli-
cial Nº 478 de la Subcomisaría Forestal; 
Acta de Destrucción Nº 5 de la muestra 
M1,	de	31	de	marzo	de	2017,	según	acta	
de recepción Nº 384, correspondiente a 
486,7 gramos.

Segundo: Que, como se desprende 
del recurso, las afectaciones en que la 
defensa fundamentó la causal se origina-
rían con motivo de la recolección de evi-
dencia que se tacha de ilícita, inmersa, 
según su parecer, en un procedimiento 
de control de identidad al margen de la 
normativa que lo regula, y su posterior 
incorporación y valoración en el juicio 
oral. En particular, se cuestiona la 
realización de diligencias investigativas 
policiales de cuya intervención arranca, 
de modo trascendental, la imputación 
delictiva contra el condenado.

Tercero: Que, como ya ha sostenido 
esta corte en diversos pronunciamientos 
–SCS roles Nºs. 29534-2014, de 20 de 
enero de 2015; 571115, de 9 de junio de 
2015; 22199-2016, de 1 de junio de 2016, 
35167-2017, de 23 de agosto del 2017, 
entre otras–, si bien es efectivo que la 
Constitución	Política	entrega	al	Minis-
terio Público la función de dirigir en 
forma exclusiva la investigación de los 
hechos constitutivos de delito, regla que 
repite	su	Ley	Orgánica	Constitucional	
y múltiples instrucciones de parte de la 
autoridad superior de aquél, el Código 
Procesal Penal regula las funciones de la 
policía en relación con la investigación 
de hechos punibles y le entrega un cier-
to nivel de autonomía para desarrollar 
actuaciones que tiendan al éxito de la 
investigación, conciliando su eficacia 
con el respeto a los derechos de las 
personas, para cuyo efecto el artículo 
83 la compele a practicar la detención 
sólo en casos de flagrancia, situación 
que puede generarse con ocasión de un 
control de identidad.

Cuarto: Que la sentencia consignó 
en el considerando décimo cuarto, a 
propósito de la situación reclamada, 
que no se desprende de los testimonios 
de	los	funcionarios	Muñoz	y	Ortiz	que	
hubiesen conculcado derechos funda-
mentales, pues, en el contexto de un 
patrullaje rutinario, fueron advertidos 
por una transeúnte, quien acababa de 
presenciar los momentos en que desde 
un automóvil se entregaba a un hombre 
un paquete “enhuinchado” con cinta 
de embalaje, sujeto que fue descrito 
físicamente, siendo buscado de mane-
ra inmediata, al que hallaron en la vía 
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pública a poca distancia, procediendo a 
efectuar un control de identidad y regis-
tro de sus pertenencias, encontrando en 
su mochila el paquete tipo ladrillo. Esos 
antecedentes aportados a Carabineros 
fueron plenamente constatables, previo 
a la decisión de controlar su identidad, 
pues la observación y posterior descrip-
ción del bulto, unido a la descripción 
física y de vestimentas, correspondía al 
sujeto que avistaron, sin documentación 
identificatoria, como pudieron compro-
bar, indicio suficiente para proceder de 
conformidad al artículo 85 del Código 
Procesal Penal.

Quinto: Que esas consideraciones en-
cuentran sustento en las declaraciones 
de	los	policías	Elvis	Muñoz	Faúndez	y	
Gabriel	Ortiz	Palma,	 consignadas	 en	
el fundamento undécimo de la senten-
cia, quienes se refirieron de manera 
circunstanciada a la forma en que se 
inició el procedimiento, las diligencias 
que se llevaron a cabo y que permitieron 
establecer que el sujeto individualizado 
por la transeúnte recibió de un tercero 
en la vía pública un paquete con estupe-
facientes, el que mantenía en su poder 
al momento del control de identidad.

Sexto: Que es importante razonar so-
bre el contexto fáctico que usualmente 
rodea a una diligencia como la de la es-
pecie, porque los indicios de la probable 
comisión de un ilícito se encuentran 
usualmente en forma intempestiva, 
situación que obliga a los policías a eva-
luar de inmediato la presencia de algún 
elemento susceptible de tal estimación 
y que hagan procedente la actuación.

Séptimo: Que relacionando la acción 
cuestionada con las normas que le son 

aplicables, resulta simple inferir la lega-
lidad del cometido de los funcionarios 
policiales. En efecto, si bien no se contó 
con la identificación de la denunciante, 
la narración circunstanciada del hecho, 
la descripción del paquete y su forma 
particular de sellado, unido a la desig-
nación precisa de quien sería uno de los 
partícipes del ilícito, quien además no 
contaba con documentos para acreditar 
su identificación, revistieron a dicha co-
municación de seriedad y verosimilitud, 
los cuales ciertamente eran señales de 
una probable acción delictiva.

Octavo: Que, como asienta el fallo, 
existió en el caso sublite una pluralidad 
de circunstancias fundadas que per-
mitían estimar que el imputado podía 
disponerse o bien estaba cometiendo un 
delito, motivo por el que no se transgre-
dió la norma del artículo 85 del Código 
Procesal Penal ni garantía constitucio-
nal alguna, ya que la diligencia policial 
de excepción, consistente en el control 
de identidad y el registro del bolso 
que portaba, ha de tenerse, en dichas 
circunstancias, como racional y justa, 
fundada en condiciones objetivas apre-
ciadas por los funcionarios policiales 
que razonablemente permitían sostener 
la posibilidad de corresponderse con un 
hecho ilícito que les permitía proceder 
autónomamente.

Y visto, además, lo dispuesto en 
los artículos 373, 374 y 384 del Código 
Procesal Penal, se rechaza el recurso 
de nulidad deducido por el defensor 
penal	público	don	Guillermo	Alejandro	
Améstica	Zavala,	en	representación	del	
sentenciado	José	del	Tránsito	Sepúlveda	
Alvear, contra la sentencia de dieciséis 
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de septiembre de dos mil diecisiete y 
el juicio oral que le precedió, en los 
antecedentes Ruc Nº 1700198691-0, 
Rit	Nº	333-2017,	del	Tribunal	Oral	en	
lo	Penal	de	Viña	del	Mar,	 los	que,	 en	
consecuencia, no son nulos.

Acordada con el voto en contra de 
los	Ministros	Sres.	Juica	y	Dahm,	quie-
nes estuvieron por acoger el recurso y 
consecuencialmente invalidar el fallo 
impugnado y el juicio oral, teniendo 
para ello presente:

Que el arbitrio entablado reclama la 
vulneración de garantías y derechos a 
consecuencia de un registro de especies 
del imputado que pretendió justificarse 
bajo la fórmula de un control de iden-
tidad, el que la defensa considera ilegal 
porque no se reunían las condiciones de 
procedencia que establece el artículo 85 
del Código Procesal Penal.

En la especie, los funcionarios 
policiales efectuaron un control de 
identidad que no tuvo más justificación 
que los datos proporcionados por una 
denunciante cuya identidad permane-
ce en el anonimato, de donde habría 
surgido el indicio sobre la presunta 
actividad constitutiva de delito, cual 
es la entrega de un paquete en la vía 
pública, comportamiento que, desde 
una perspectiva ex ante, carece de la 
relevancia asignada, toda vez que en 
él no se advierten elementos objetivos 
referidos a la comisión de algún delito, 
salvo la apreciación particular que una 
mujer dio a esa acción, sin ningún 
comportamiento anexo que justificara 
tal imputación, más si se considera que 
los funcionarios policiales tampoco lo 
advirtieron, quienes únicamente locali-

zaron a un sujeto que concordaba con las 
características físicas y de vestimentas 
que les señalaron. De este modo, la cir-
cunstancia descrita en la sentencia dista 
de satisfacer los presupuestos que exige 
el artículo 85 del Código Procesal Penal.

Por lo demás, si se ha pretendido vali-
dar el relato anónimo en que éste surgió 
de una mujer que se desempeña como 
informante de la policía, su identidad de-
bía estar registrada, lo cual no fue alegado 
ni	demostrado	por	el	Ministerio	Público.

La circunstancia de haberse encon-
trado durante el registro improcedente 
un paquete contenedor de Cannabis 
sativa [sic] no valida, ex post, el pro-
cedimiento, toda vez que al ordena-
miento jurídico procesal le interesa el 
respeto irrestricto de las formas, como 
salvaguarda de la legitimidad de las 
decisiones jurisdiccionales, así como 
manifestación del respeto irrestricto de 
la dignidad humana en la persecución 
penal de los delitos.

De esta manera, no es admisible va-
lidar el accionar policial por el hallazgo 
posterior de una cantidad de estupefa-
cientes en poder del acusado, toda vez 
que respecto de su existencia no existía 
indicio alguno, por lo que malamente 
su detección legitima el procedimiento 
adoptado. De ser así, habría que acep-
tar que en el evento que el registro del 
imputado o su bolso no arroje resultado, 
supondría o traería como consecuencia 
un control ilegal.

La actuación descrita por el fallo re-
vela inequívocamente un atropello a las 
normas legales que orientan el proceder 
policial, como asimismo a las garantías 
y derechos que el recurrente considera 



257Revista de Ciencias Penales
Sexta Época, Vol. XLV, Nº Anual (2018), Páginas 247 - 258

Tráfico de drogas

amagados y que la Constitución Política 
reconoce y garantiza, ilegalidad que 
debió ser constatada en su momento 
por el juez de garantía, o bien salvada 
en el tribunal oral, lo que no aconteció.

Ese proceder ilegal de los funciona-
rios policiales, a juicio de los disidentes, 
afectó a las restantes actuaciones en que 
ellos intervienen y las diligencias que 
realizaron sin amparo legal en la persona 
del imputado y que trajo como resultado 
el hallazgo de droga. Ello es corolario del 
efecto propio de la nulidad y transforma 
en ilícita la prueba así obtenida, que ya 
no pudo ser rendida en juicio ni sustentar 
decisión de condena alguna, desde que 

el artículo 295 del Código Procesal Penal 
prescribe que todo medio probatorio ha 
de haberse “producido” e “incorporado” 
de conformidad a la ley, cual, como ha 
quedado demostrado precedentemente, 
no ha ocurrido en la especie.

Regístrese y devuélvase.
Redacción	a	cargo	del	Ministro	Sr.	

Dahm.
Pronunciado por la Segunda Sala, 

integrada	por	 los	Ministros	Sres.	Mil-
ton	 Juica	A.,	Lamberto	Cisternas	R.,	
Manuel	Valderrama	R.,	 Jorge	Dahm	
O.,	y	el	Abogado	Integrante	Sr.	Jaime	
Rodríguez E.

Rol Nº 39777-2017.


